
Constancia Secretarial. A despacho del señor juez el presente proceso, para resolver   petición de apoderado  

de la parte demandante  en la cual solicita a librar  mandamiento de pago por vía ejecutiva   a favor del municipio 
de Cartago (fls. 258-259).  Sírvase proveer. 
  
Cartago – Valle del Cauca,  junio  doce (12) de dos mil diecisiete (2017).  

 
 

NATALIA GIRALDO MORA  

Secretaria 
_________________________________ 

    

 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 
 

 
Auto interlocutorio No 620 
 
 
PROCESO   76-147-33-33-001-2013-00281-00 
ACCIÓN:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: BELEN LILIANA  PIEDRA VALENCIA 
DEMANDADO:             MUNICIPIO DE CARTAGO   

 
 

Cartago – Valle del Cauca,  junio doce   (12) de dos mil diecisiete (2017).  
 

 

Resuelve el despacho respecto de la procedencia del trámite ejecutivo promovido por la 

parte accionada, el Municipio de Cartago, tanto como de librar el mandamiento de pago 

deprecado respecto de las costas reconocidas en su favor y a cargo de la parte actora, 

conforme al trámite invocado de la concurrente normativa del artículo 306 del Código 

General del Proceso. 

 

Los presupuestos de hecho ahí enunciados, son en efecto cumplidos en el sub judice por 

cuanto la condena en costas procede de las providencias de la sentencia de instancia 

proferida el 10 de  febrero  de 2015 (fl. 191vto -196) que las dejó cargo de la parte actora y a 

favor de la accionada, así como de la de segunda instancia emanada del H. Tribunal 

Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, según sentencia del  14 de septiembre  de 

2016 (fls. 237 a 245), que confirmó la del juzgado y condenó a la misma parte actora al pago 

de las costas correspondientes al trámite de la alzada, liquidadas conjuntamente conforme 

las disposiciones del artículo 366 del CGP, finalmente aprobadas por auto del 24 de octubre 

de 2016, provisto por este juzgado (fl. 255).      

 

Para el despacho, el objeto del procedimiento encaminado a la verificación del derecho 

sustancial, aunado a los principios de economía y eficacia invocados conforme al artículo 11 

del CGP, salva en el presente caso la discusión acerca de la competencia de esta 

jurisdicción administrativa para conocer de las acciones ejecutivas que sean promovidas a 

continuación y dentro del mismo expediente en que fuera proferida la sentencia cuyo 

cumplimiento se pretenda, lo cual resulta de la mayor consistencia en este caso donde la 

obligación no fue impuesta a cargo de una entidad de derecho público, sino por el contrario, 



a su favor, y entonces, tal como es el caso del municipio ejecutante, se halla investido de la 

facultad para promover ante la jurisdicción la cobranza, según los previsivos del artículo 98 

del CPACA en concordancia con la normativa que atribuye la competencia a la jurisdicción 

contencioso-administrativa para adelantar las ejecuciones de las condenas impuestas por 

providencias emanadas de ésta, de conformidad con los artículos 104 numeral 6 en 

concordancia con el artículo 156 numeral 9 del mismo código, teniendo en cuenta por lo 

demás, que la condena en costas y la aprobación de su valoración se encuentra en firme, y 

que claro está,  la accionada BELEN LILIANA  PIEDRA VALENCIA, persona natural, no 

cuenta ni con los plazos ni las prerrogativas para proveer a su pago contempladas en favor 

de las entidades de derecho público, según la reglamentación de los artículos 192 y 195 del 

CPACA.     

 

Como quiera que la obligación traída a recaudo emana de una sentencia producida por esta 

jurisdicción, la cual se encuentra en firme y se soporta para efectos de su ejecución en título 

integrado por la sentencia de primera instancia N° 30 del 10 de febrero  del 2015 proferida 

por este despacho (fls. 191vto-196);  la confirmatoria de segunda instancia, fechada el 14 de 

septiembre de 2016, proferida por el H. Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, (fls. 237-

245); el auto de obedecimiento del 10 de  octubre de 2016 (fl. 252), la liquidación de costas  

(fl. 254) y el auto del 24  octubre  de 2016 que las aprobó (fl. 255), así como las constancias 

de ejecutoria de las mismas, se procura la ejecución a través de título que presta tal merito 

ante esta jurisdicción, según las disposiciones del numeral 2 del artículo 99 del CPACA por 

estar el mismo debidamente integrado conforme las previsiones del artículo 422 del CGP.    

 

En atención a esta consideraciones se librará el correspondiente mandamiento de pago a 

favor del Municipio de Cartago y en contra de la señor  BELEN LILIANA PIEDRA VALENCIA, 

en los términos del escrito petitorio que el despacho considera pertinentes, providencia que 

será notificada por estado en aplicación art 306 CGP, observado que esta ejecución fue 

promovida con anterioridad al vencimiento de treinta (30) días contados a partir de la 

notificación del auto  de obedézcase y cúmplase del superior.  

 
Por lo expuesto, se  
 

RESUELVE 

 
 

1. LIBRAR mandamiento de pago en contra de la señora BELEN  LILIANA  PIEDRA 

VALENCIA , identificada con cedula de ciudadanía N° 31.414.562 de Cartago (Valle), y a 

favor del  Municipio de Cartago por los siguientes valores; i) por el capital consistente en 

el valor de las costas reconocidas, equivalente a la suma de TRESCIENTOS TREINTA Y 

OCHO MIL NOVECIENTOS SESENTA PESOS CON  NOVENTA Y SIETE    

CENTAVOS ($ 338.960,20), ii) por los intereses legales causados desde cuando la 

obligación se hizo exigible hasta cuando se acredite el pago de la misma. 

 



2. ADVERTIR a la  señora  BELEN  LILIANA  PIEDRA VALENCIA,  que dispone de cinco 

(5) días hábiles para cancelar la anterior suma de dinero y/o diez (10) días hábiles para 

proponer excepciones, los cuales se contarán a partir del día siguiente a la notificación 

del presente mandamiento ejecutivo. 

 
3. El presente mandamiento de pago será notificado en estados de conformidad con el 

artículo art 306 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
 
4. Notifíquese por estado al Municipio de Cartago y envíese mensaje de datos a la dirección 

electrónica suministrada, de conformidad con lo establecido en el artículo 201 del 

CPACA.   

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

El Juez,  

 

 

 

 

 

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior providencia 

se notifica a la(s) parte(s) por anotación en el Estado 

Electrónico No. 92 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron su 

dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06 /2017 

 

 

NATALIA GIRALDO MORA  
Secretaria 



CONSTANCIA SECRETARIAL: En la fecha, paso a despacho el presente expediente para efectos de 
la citación a la audiencia inicial. El término de fijación en lista para el traslado de las excepciones 
propuestas por los demandados y el llamado en garantía, corrieron los días 20, 21 y 24 de abril de 
2017 (Inhábiles, 22 y 23 de abril de 2017). En silencio. Sírvase proveer.  
 
Cartago - Valle del Cauca, junio doce (12) de dos mil diecisiete (2017).    
  

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria 

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

 

 
Cartago - Valle del Cauca, junio doce (12) de dos mil diecisiete (2017)    

 
Auto de sustanciación No. 758 

    
RADICADO No.         76-147-33-33-001-2014-00943-00 
DEMANDANTES         RUBY AGUDELO RAMÍREZ Y OTROS           
DEMANDADOS  MUNICIPIO DE SEVILLA – VALLE DEL CAUCA Y OTROS 
LLAMADO EN GARANTÍA ALLIANZ SEGUROS S.A. 
MEDIO DE CONTROL  REPARACIÓN DIRECTA   
  
Teniendo en cuenta las constancias secretariales que anteceden y como quiera que los 

demandados Municipio de Sevilla – Valle del Cauca, Asociación Mutual Empresa Solidaria 

de Salud EMSSANAR E.S.S., y Fundación Hospital San José de Guadalajara de Buga – 

Valle del Cauca, contestaron la demanda dentro de término (fl. 593), y el llamado en garantía 

también contestó oportunamente la misma (fl. 700), se procederá a incorporar los escritos 

que las contienen al expediente, fijar fecha y hora para audiencia inicial y reconocer 

personería a los apoderados debidamente acreditados. Ahora, como quiera que el 

demandado Hospital Departamental Centenario de Sevilla – Valle del Cauca, presentó la 

contestación de la demanda en forma extemporánea se procederá a incorporar el escrito que 

la contiene sin consideración al expediente.  

 
Ahora, observa el Despacho que el abogado Mario Salazar Salazar, presentó renuncia al 

poder otorgado (fl. 641), sin que se acompañe con la misma la comunicación enviada al 

poderdante en este sentido. Por lo anterior, no se acepta la renuncia del apoderado de la 

Empresa Solidaria de Salud EMSSANAR, en los términos del artículo 76 del Código General 

del Proceso (C. G. del P.).            

 
En consecuencia, se 
 

RESUELVE 

 
1 - Incorporar al expediente los escritos de contestación de la demanda presentados 

oportunamente por los demandados Municipio de Sevilla – Valle del Cauca (fls. 276-341), 

Asociación Mutual Empresa Solidaria de Salud EMSSANAR E.S.S., (fls. 212-275) y 



Fundación Hospital San José de Guadalajara de Buga – Valle del Cauca (fls. 344-472) y del 

llamado en garantía (fls. 667-699). 

 
2 - Incorporar al expediente, sin consideración por las razones anteriormente expuestas, el 

escrito de contestación de la demanda allegado por el demandado Hospital Departamental 

Centenario de Sevilla – Valle del Cauca (fls. 491-561). 

 
3 - Fijar como fecha y hora para la realización de la audiencia inicial dentro del presente 

proceso, el martes 6 de febrero de 2018 a las 9 A.M. 

 
4 - Reconocer personería a la abogada Martha Lucía Cardozo Castaño, identificada con la 

cédula de ciudadanía No. 66.676.369 expedida en Zarzal – Valle del Cauca y T.P. No. 

138.632 del C. S. de la J., como apoderado del demandado Municipio de Sevilla – Valle del 

Cauca, en los términos y con las facultades conferidas en el poder (fl. 652). Dado lo anterior 

se revoca los poderes conferidos a los abogados Karen Alejandra Ocampo Díaz y Manuel 

Alberto Cardona Marín. 

 
5 - Reconocer personería a los abogados Edwar Augusto Gutiérrez Cano y Mario Salazar 

Salazar, identificados con las cédulas de ciudadanía Nos. 16.933.136 y 16.856.960 y T.P. 

Nos. 144.509 y 240.356 del C. S. de la J., como apoderados principal y sustituto, 

respectivamente del demandado Empresa Solidaria de Salud EMSSANAR, en los términos y 

con las facultades conferidas en el poder (fl. 222). 

 
6 – Negar la solicitud de renuncia del poder al abogado Mario Salazar Salazar, identificado 

con la cédula de ciudadanía No. 16.856.960 y T.P. No. 240.356 del C. S. de la J., como 

apoderado del demandado Empresa Solidaria de Salud EMSSANAR, contenida en el escrito 

visible a folio 641, de conformidad con lo establecido en el artículo 76 del C. G. del P. 

 
7 - Reconocer personería al abogado Nelson Jiménez Montes, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 6.464.906 expedida en Sevilla – Valle del Cauca y T.P. No. 69.611 del C. S. 

de la J., como apoderado del demandado Hospital Departamental Centenario de Sevilla – 

Valle del Cauca, en los términos y con las facultades conferidas en el poder (fls. 501-502). 

 
8 - Reconocer personería a la abogada Luz Adriana Mejía Robayo, identificada con la cédula 

de ciudadanía No. 29.812.742 expedida en Sevilla – Valle del Cauca y T.P. No. 236.164 del 

C. S. de la J., como apoderada del demandado Hospital Departamental Centenario de 

Sevilla – Valle del Cauca, en los términos y con las facultades conferidas en el poder (fls. 

702). Dado lo anterior, se revoca el poder a los abogados  Nelson Jiménez Montes y Luz 

Adriana Rico Villarraga.  

 
9 - Reconocer personería al abogado Gustavo Alberto Herrera Ávila, identificado con la 

cédula de ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá D.C. y T.P. No. 39.116 del C. S. 

de la J., como apoderado del llamado en garantía, en los términos y con las facultades 

conferidas en el poder (fls. 677). 



  
10 – Notifíquese por estado la presente decisión.  

 
11 – Advertir a los apoderados que su asistencia es obligatoria, so pena de las sanciones 

respectivas.  

 
12 – Advertir a las partes e intervinientes que la inasistencia de quienes deban concurrir no 

impedirá la realización de la audiencia.  

 
13 - Advertir a las partes e intervinientes que de conformidad con el último inciso del artículo 

179 del CPACA, si se trata de un asunto de pleno derecho o no fuere necesario practicar 

pruebas, el juez prescindirá de la segunda etapa y procederá a dictar sentencia dentro de la 

audiencia inicial, dando previamente a las partes la posibilidad de presentar alegatos de 

conclusión. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

   

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 

 

 

 

 JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL 

Cartago – Valle del Cauca 

El suscrito Secretario certifica que la anterior 

providencia se notifica a la(s) parte(s) por anotación 

en el Estado Electrónico No. 092 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron 

su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 

 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria 



CONSTANCIA DE SECRETARIA: A despacho del señor juez informándole que la apoderado de la parte 

demandada presentó escrito solicitando la nulidad de lo actuado. (fls. 118-125) de la cual se diera traslado por 
auto del   6 de marzo de 2017 (fl 125), además el abogado del municipio se pronunció sobre esta por escrito (127- 
129). Sírvase proveer.  
 
 
Cartago - Valle del Cauca,  junio  doce  (12) de dos mil diecisiete (2017).  
 

NATALIA GIRALDO MORA  
SECRETARIA. 

_______________________________________ 
 

 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 
 

  
Auto de interlocutorio No.624 
 
 
Proceso   76-147-33-33-001-2015-00718-00 
Acción  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – LABORAL   
Actor:                JOSE  IGNACIO HERRRERA  GARCIA  
Accionado:       MUNICIPIO DE CARTAGO.  
 
 
Cartago - Valle del Cauca,  junio doce (12) de dos mil dieciséis (2016).   
 
 
Agotado el traslado legal de la solicitud de nulidad soportada en escrito visible a folios 118 a 
124 del expediente, desatará el juzgado por este pronunciamiento la mencionada petición, 
valorando de consuno la eventual procedencia de adoptar medidas de saneamiento en 
relación con la presunta irregularidad procesal puesta de manifiesto por la parte ejecutada. 
 
Es claro que desde la perspectiva funcional, inoficioso resultaría disponer una nueva 
notificación del auto de mandamiento de pago, con destino a la supuesta legalización del 
procedimiento, cuando la herramienta utilizada de notificación personal se observa más que 
satisfactoria y garante a través de la remisión e inclusión en el autorizado buzón del correo 
electrónico, que es en lo que consiste acorde con el avance tecnológico la “notificación 
personal”, según regula para el caso de las personas naturales el inciso segundo del 
numeral 2 del artículo 291 del Código General del Proceso, pero sobretodo, cuando es visto 
que la provisión de ese medio cumplió su cometido, como lo registra la constancia secretarial 
al folio final del referido auto del 28 de febrero de 2017 (fl. 117).           
 
Ahora, que se deba entender que trascurridos más de 30 días de la fecha de producción de 
la sentencia de la cual emana el título de ejecución, cuando se pretenda el cumplimiento o la 
ejecución de la sentencia, deba iniciarse un nuevo proceso, con la explicación contenida en 
el propio auto, acerca de la procedencia de la actuación ejecutiva a continuación, derivada 
de una sentencia producida por el mismo despacho, en el caso de ser soportada dicha 
ejecución por una persona de derecho privado, de conformidad con las concordadas 
previsiones de los artículos 306 del CGP y 98 del CPACA, se haría suficiente claridad 
respecto de la legalidad de la notificación a través de la herramienta electrónica autorizada.     
 
Es pertinente, no empero, señalar que la diferencia entre el termino de producción de la 
sentencia y el del auto que liquida las costas, para efectos de la validación del proceso “a 
continuación”, en la cual sustenta su disgresión la petición de nulidad, permitiría una 
distinción entre el normativa a aplicar, de no ser por cuanto el mismo artículo 306, en su 
inciso cuarto extiende la procedencia de tal procedimiento ante el mismo juez de 
conocimiento de la acción principal, para obtener el cumplimiento forzado de las sumas que 
hayan sido liquidadas en el mismo proceso, luego sano y concordado es asumir que con el 
mismo tiempo de 30 días, contado a partir de la providencia que liquida la condena adicional, 
cuenta el interesado para promover la solicitud de cumplimiento o ejecución en el mismo 



expediente, lo cual hace pertinente la notificación a través del medio electrónico autorizado 
para el proceso principal, sobre todo visto que la previsión normativa invocada del artículo 
290 del CGP, se refiere a la notificación personal al demandado, su representante legal o 
apoderado judicial, que en el contexto del propósito de concentración y economía del cual 
proceden las referidas disposiciones, es de asumir que se trata del apoderado judicial del 
proceso principal, quién justamente ha autorizado el uso de la herramienta electrónica de 
notificación personal.         
 
La doble notificación del mandamiento de pago se ha producido en el presente caso, en 
observancia amplia de las garantías del debido proceso, pues se incluyó en el estado, pero 
se remitió al correo electrónico autorizado, proveyendo el medio de notificación personal que 
corresponde al procedente dentro de las actuaciones iniciadas a continuación, dentro de un 
expediente principal.     
  
En cuanto al escrito visible a  folios   130 y  131, en cual se  solicita desistimiento de la 
demanda, se tiene que  esta fue aceptada y   resuelta en la audiencia  inicial del día  9  de 
febrero de  2017(fls. 108vto),  por lo que la  nueva  solicitud  será   denegada,  en la medida  
que  esta ya fue resulta por este despacho .  
 
En atención a las motivaciones precedentes, el juzgado;  

 

 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO: NO DECRETAR la NULIDAD del acto de notificación del auto del 27 de febrero  
de 2017, por el cual se libró mandamiento de pago a favor del Municipio de Cartago y en 
contra del señor JOSE  IGNACIO   HERRRERA  GARCIA. 
 
SEGUNDO: Negar  la solicitud de  desistimiento  de conformidad con la parte  considerativa. 
 
 
TERCERO: Una vez ejecutoriada esta decisión, vuelva el expediente a despacho para 
continuar con el trámite procesal correspondiente. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
El Juez,  
 
 
 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

CARTAGO – VALLE DEL CAUCA  

La suscrita secretaria certifica que la anterior 

providencia se notifica a la(s) parte(s) por anotación 

en el Estado Electrónico No.92 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron 

su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca,  13/06/2017 

NATALIA GIRALDO MORA  
Secretaria 



CONSTANCIA DE SECRETARIA: En la fecha, paso a despacho el presente expediente una vez 
decretada prueba en la Audiencia Inicial realizada el 6 de junio de 2017 (fls. 439-440). Sírvase 
proveer. 
 
Cartago - Valle del Cauca, doce (12) de junio de dos mil diecisiete (2017).  
 

NATALIA GIRALDO MORA 
SECRETARIA 

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 
 

 
Cartago - Valle del Cauca, doce (12) de junio de dos mil diecisiete (2017) 

 
 
Auto de sustanciación No. 756 
 
 
Proceso:             76-147-33-33-001-2015-00608-00   
Medio de control: Reparación directa 
Demandantes:  Martha Lucía Betancourt Manzano y otros 
Demandados:           Caja de Compensación Familiar de Risaralda, Unidad de Cuidados 

Intensivos – UCIMED y Hospital Departamental de Cartago E.S.E., en 
Liquidación  

 

De conformidad con la constancia secretarial que antecede, encuentra este despacho judicial 

que se realizó Audiencia Inicial el 6 de junio de 2017, en la que se ordenó requerir al Hospital 

Departamental de Cartago E.S.E., en Liquidación y al Departamento del Valle del Cauca, con 

el fin de que se sirvan informar a este despacho judicial el estado actual en cuanto a la 

liquidación del mencionado hospital (fls. 439-440).  

 
Con lo anterior, y con el fin de evitar futuras dilaciones en el proceso de la referencia, este 

despacho observar la necesidad de adicionar la anterior prueba, ordenando también al 

Hospital Departamental de Cartago E.S.E., en Liquidación y a la Unidad de Cuidados 

Intensivos – UCIMED de Cartago – Valle del Cauca, para que en el término de cinco (5) días 

se sirvan remitir copia íntegra, completa y auténtica de la Historia Clínica del señor William 

Ortiz Hernández (q.e.p.d.), quien se identificaba con la cédula de ciudadanía No. 10.108.120. 

Así mismo, informar a este despacho judicial si la Unidad de Cuidados Intensivos – UCIMED 

de Cartago – Valle del Cauca, pertenece al Hospital Departamental de Cartago E.S.E., en 

Liquidación, o en su defecto se sirva informar qué clase de vinculación o relación existe entre 

las mismas.        

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
El Juez,  

 
 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 



Constancia Secretarial. A despacho del señor juez el presente proceso, para resolver   petición de apoderado  

de la parte demandante  en la cual solicita a librar  mandamiento de pago por vía ejecutiva   a favor del municipio 
de Cartago (fls. 150-151).  Sírvase proveer. 
  
Cartago – Valle del Cauca,  junio  doce  (12) de dos mil diecisiete (2017).  

 
 

NATALIA GIRALDO MORA  

Secretaria 
_________________________________ 

    

 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 
 

 
Auto interlocutorio No 621 
 
 
PROCESO   76-147-33-33-001-2015-00689-00 
ACCIÓN:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: ESTEFANIA  VALENCIA SANCHEZ 
DEMANDADO:             MUNICIPIO DE CARTAGO   

 
 

Cartago – Valle del Cauca, junio  doce   (12) de dos mil diecisiete (2017).  
 

 

Resuelve el despacho respecto de la procedencia del trámite ejecutivo promovido por la 
parte accionada, el Municipio de Cartago, tanto como de librar el mandamiento de pago 
deprecado respecto de las costas reconocidas en su favor y a cargo de la parte actora, 
conforme al trámite invocado de la concurrente normativa del artículo 306 del Código 
General del Proceso. 
 
Los presupuestos de hecho ahí enunciados, son en efecto cumplidos en el sub judice por 
cuanto la condena en costas procede de  la  audiencia inicial  celebrada el día  16 de febrero  
de 2017, en la  que la parte  demandante solicito  el desistimiento (fl. 138vto-139) se  
estableció que las costas estarían a cargo de la parte actora y a favor de la accionada, 
liquidadas conjuntamente conforme las disposiciones del artículo 366 del CGP, finalmente 
aprobadas por auto del 24 de febrero de 2017, provisto por este juzgado (fl. 141).      
 
Para el despacho, el objeto del procedimiento encaminado a la verificación del derecho 
sustancial, aunado a los principios de economía y eficacia invocados conforme al artículo 11 
del CGP, salva en el presente caso la discusión acerca de la competencia de esta 
jurisdicción administrativa para conocer de las acciones ejecutivas que sean promovidas a 
continuación y dentro del mismo expediente en que fuera proferida la sentencia cuyo 
cumplimiento se pretenda, lo cual resulta de la mayor consistencia en este caso donde la 
obligación no fue impuesta a cargo de una entidad de derecho público, sino por el contrario, 
a su favor, y entonces, tal como es el caso del municipio ejecutante, se halla investido de la 
facultad para promover ante la jurisdicción la cobranza, según los previsivos del artículo 98 
del CPACA en concordancia con la normativa que atribuye la competencia a la jurisdicción 
contencioso-administrativa para adelantar las ejecuciones de las condenas impuestas por 
providencias emanadas de ésta, de conformidad con los artículos 104 numeral 6 en 
concordancia con el artículo 156 numeral 9 del mismo código, teniendo en cuenta por lo 
demás, que la condena en costas y la aprobación de su valoración se encuentra en firme, y 
que claro está,  la accionada ESTEFANIA  VALENCIA  SANCHEZ, persona natural, no 
cuenta ni con los plazos ni las prerrogativas para proveer a su pago contempladas en favor 
de las entidades de derecho público, según la reglamentación de los artículos 192 y 195 del 
CPACA.     
 
Como quiera que la obligación traída a recaudo emana de  la  celebración de  audiencia 
inicial  producida por esta jurisdicción, la cual se encuentra en firme y se soporta para efectos 



de su ejecución en título integrado por la  audiencia  inicial   del  16 de febrero de 2017 por 
este despacho (fls. 138-139);  la liquidación de costas  (fl. 140) y el auto del 24  febrero  de 
2017 que las aprobó (fl. 141), así como las constancias de ejecutoria de las mismas, se 
procura la ejecución a través de título que presta tal merito ante esta jurisdicción, según las 
disposiciones del numeral 2 del artículo 99 del CPACA por estar el mismo debidamente 
integrado conforme las previsiones del artículo 422 del CGP.    
 
En atención a esta consideraciones se librará el correspondiente mandamiento de pago a 
favor del Municipio de Cartago y en contra de la señora ESTEFANIA VALENCIA SANCHEZ  
en los términos del escrito petitorio que el despacho considera pertinentes, providencia que 
será notificada por estado en aplicación art 306 CGP, observado que esta ejecución fue 
promovida con anterioridad al vencimiento de treinta (30) días contados a partir de la 
ejecutoria  de la audiencia inicial  celebrada el día  16  del febrero  de 2017.         
 
Por lo expuesto, se  
 

RESUELVE 
 
 

5. LIBRAR mandamiento de pago en contra de la señora ESTEFANIA VALENCIA 
SANCHEZ, identificada con cedula de ciudadanía N° 35.850.657 de  Condoto, y a favor 
del  Municipio de Cartago por los siguientes valores; i) por el capital consistente en el 
valor de las costas reconocidas, equivalente a la suma de TRESCIENTOS  SESENTA  Y 
OCHO  MIL OCHOCIENTOS  CINCUENTA Y OCHO  PESOS CON  CINCO      
CENTAVOS ($ 368.858,05), ii) por los intereses legales causados desde cuando la 
obligación se hizo exigible hasta cuando se acredite el pago de la misma. 
 

6. ADVERTIR a la  señora ESTEFANIA VALENCIA SANCHEZ,  que dispone de cinco (5) 
días hábiles para cancelar la anterior suma de dinero y/o diez (10) días hábiles para 
proponer excepciones, los cuales se contarán a partir del día siguiente a la notificación 
del presente mandamiento ejecutivo. 
 

7. El presente mandamiento de pago será notificado en estados de conformidad con el 
artículo art 306 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
 
8. Notifíquese por estado al Municipio de Cartago y envíese mensaje de datos a la dirección 

electrónica suministrada, de conformidad con lo establecido en el artículo 201 del 
CPACA.   
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

El Juez,  
 
 
 
 
 
 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  
 

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior providencia 
se notifica a la(s) parte(s) por anotación en el Estado 

Electrónico No. 92 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron su 
dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/6 /2017 
 
 

NATALIA GIRALDO MORA  
Secretaria 



CONSTANCIA SECRETARIAL: Cartago-Valle del Cauca. Junio 12  de 2017.  A 
Despacho del señor Juez, el presente incidente de desacato, informándole que 
después de haber ordenado la apertura del presente incidente de desacato en contra  
de la doctora Beatriz Vallecilla Ortega, Gerente Regional  Suroccidente  de la Nueva 
EPS S.A. o quien haga sus veces, mediante providencia del 1 de junio de 2017, 
notificado  al buzón de correo electrónico (29-32), para lo que se libró oficio 1073  del 
2 de junio de 2017 (fl. 35),  con los anexos del incidente de desacato y  hasta  hoy   
no se ha  informado por la autoridad requerida sobre el cumplimiento  de la sentencia 
de tutela proferida por este despacho.  Sírvase proveer.  
 
 
NATALIA GIRALDO MORA 
SECRETARIA. 

  

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 
 

  

Auto interlocutorio No.   623 
 
Referencia: 
Exp. Rad.:    76-147-33-33-001-2016-00161-00 
Acción:    Tutela – desacato. 
Accionante:     JESUS ALEXANDER VALENCIA RAMIREZ 
Agente oficioso  VICTOR MANUEL USGAME CANTILLO-Personero  
    Municipal de El Cairo-Valle del Cauca   
Accionado: NUEVA EPS S.A.    
 
  

Cartago-Valle del Cauca, junio doce (12) de dos mil diecisiete  (2017).  1 P.M. 
 
 

ASUNTO A RESOLVER. 
 
Procede el despacho a decidir sobre la solicitud de incidente de desacato interpuesta 

por el personero del Municipio de El Cairo-Valle del Cauca, actuando en 

representación del menor Jesús Alexander Valencia Ramírez,  el que fue abierto 

contra  de la doctora Beatriz Vallecilla Ortega, Gerente Regional Suroccidente de la 

Nueva EPS S.A. o quien haga sus veces.  

 

ANTECEDENTES Y ACTUACIONES PROCESALES. 

 
Mediante escrito allegado a este despacho judicial (fls. 2-5) por el señor personero 

del Municipio de El Cairo-Valle del Cauca, manifiesta que no se ha dado 

cumplimiento a la sentencia del 11 de mayo de 2017 (fls. 10-15) del expediente,  por 

tal motivo mediante providencia  del 24 de mayo de 2017 (17) se requirió a la entidad 

accionada para este efecto, la cual fue notificada al buzón de correo electrónico de la 

entidad (fls. 18-22) y se libró oficio 1019  de la misma fecha  (fl. 23). Al  no obtenerse 



respuesta,  mediante providencia del 1  de junio   de 2017 (fl. 27), se ordenó la 

apertura del incidente de desacato  en contra de la doctora Beatriz Vallecilla Ortega, 

Gerente Regional Suroccidente de la Nueva EPS S.A. o quien haga sus veces,  

decisión que se notificó a través del correo electrónico al buzón de notificaciones 

judiciales (fls. 28-32) y se libró  oficio  1073  del  2  de junio de 2017 (fl. 35), pero 

tampoco se  obtuvo ningún pronunciamiento por la accionada.  

 

CONSIDERACIONES: 

 
1. Problema jurídico. Corresponde dilucidar a esta sede judicial, si los hechos 

narrados en el escrito allegado (fls. 10-15) por el personero del Municipio de El Cairo-

Valle del Cauca, en representación del menor Jesús Alexander Valencia Ramírez 

configuran desacato del responsable frente a la sentencia proferida en la acción de 

tutela de la referencia. 

 

2. Fundamento normativo. Sobre el tema del desacato a decisiones judiciales 

tomadas en acciones de tutela, y la responsabilidad de las personas obligadas a dar 

cumplimiento a las mismas, nuestra Corte Constitucional ha dicho en sentencia T-

763 de 1998:  

  
“3.   Incidente de desacato y responsabilidad subjetiva 

  
“Dice el artículo 52 del decreto 2591 de 1991 que “La persona que 
incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente 
Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis 
meses y multa hasta de veinte salarios mínimos mensuales, salvo 
que en este Decreto ya se hubiere señalado una consecuencia 
jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que 
hubiere lugar”. Es, por lo tanto, una sanción y por lo mismo 
susceptible al debido proceso. 

  
“El artículo 135 del Código de Procedimiento Civil dice que se 
tramitarán como incidentes las cuestiones accesorias que la ley 
expresamente señale. No es pues el incidente el mecanismo válido 
para definir una cuestión principal. Por ejemplo, el cumplimento de 
una sentencia judicial  es algo principal y el poder disciplinario del 
juez para sancionar (artículo 39 del C. de P, C.) es accesorio.   

  
“Es pues el desacato un ejercicio del poder disciplinario y por lo 
mismo la responsabilidad de quien incurra en aquel es una 
responsabilidad subjetiva. Es decir que debe haber negligencia 
comprobada de la persona para el incumplimiento del fallo, no 
pudiendo presumirse la responsabilidad por el solo hecho del 
incumplimiento. Y, si se trata del superior inmediato del funcionario 
que ha debido cumplir la orden, tratándose de la tutela, 
adicionalmente ha debido existir una orden del juez requiriéndolo 
para que hiciere cumplir por el inferior el fallo de tutela, dándosele un 



término de cuarenta y ocho horas porque así expresamente lo indica 
el artículo 27 del decreto 2591 de 1991..” 

 

Igualmente en sentencia T-652 de 2010, manifestó:  

  

“NATURALEZA DEL INCIDENTE DE DESACATO-Jurisprudencia 

constitucional sobre el tema  
  

En punto a la naturaleza del incidente de desacato, la jurisprudencia 
de la Corte ha precisado que (i) el fundamento normativo del 
desacato se halla  en los artículos 52 y 27 del Decreto 2591 de 1991; 
(ii) el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra un trámite 
incidental especial, el cual concluye con un auto que no es 
susceptible del recurso de apelación pero que debe ser objeto del 
grado de jurisdicción de consulta en efecto suspensivo si dicho auto 
es sancionatorio. Todo lo cual obedece a que la acción de tutela es 
un trámite especial, preferente y sumario que busca la protección 
inmediata de los derechos fundamentales; (iii) el incidente de 
desacato procede a solicitud de parte y se deriva del incumplimiento 
de una orden proferida por el juez de tutela en los términos en los 
cuales ha sido establecido por la sentencia que ha hecho tránsito a 
cosa juzgada y emana de los poderes disciplinarios del juez 
constitucional; (iv) el juez que conoce el desacato, en principio, no 
puede modificar el contenido sustancial de la orden proferida o 
redefinir los alcances de la protección concedida, salvo que la orden 
proferida sea de imposible cumplimiento o que se demuestre su 
absoluta ineficacia para proteger el derecho fundamental amparado, 
(v) por razones muy excepcionales, el juez que resuelve el incidente 
de desacato o la consulta, con la finalidad de asegurar la protección 
efectiva del derecho, puede proferir órdenes adicionales a las 
originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden original, 
siempre y cuando se respete el alcance de la protección y el 
principio de la cosa juzgada; (vi) el trámite de incidente de desacato 
debe respetar las garantías del debido proceso y el derecho de 
defensa de aquél de quien se afirma ha incurrido en desacato, quien 
no puede aducir hechos nuevos para sustraerse de su cumplimiento; 
(vii) el objetivo de la sanción de arresto y multa por desacato es el de 
lograr la eficacia de las órdenes impartidas por el juez de amparo 
para la efectiva protección de los derechos fundamentales 
reclamados por los tutelantes, por lo cual se diferencia de las 
sanciones penales que pudieran ser impuestas; (viii) el ámbito de 
acción del juez, definido por la parte resolutiva del fallo 
correspondiente, le obliga a verificar en el incidente de desacato: “(1) 
a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para 
ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de 
concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y 
completa (conducta esperada)”. De existir el incumplimiento “debe 
identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de 
establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el 
derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona 
obligada”. 

  
OBJETO DEL INCIDENTE DE DESACATO-Jurisprudencia 
constitucional sobre el tema 

  
El objeto del incidente de desacato, de acuerdo a la jurisprudencia 



de esta Corporación, se centra en conseguir que el obligado 
obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la 
resolución de un recurso de amparo constitucional. Por tal motivo,  la 
finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una 
sanción en sí misma sino  una de las formas de buscar el 
cumplimiento de la respectiva sentencia. Así entonces, la 
jurisprudencia constitucional ha precisado que la imposición o no de 
una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que 
el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En 
tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de 
desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo 
ordenado por el juez de tutela, quiera evitar la sanción, deberá 
acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya 
adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al 
responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto 
cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos 
fundamentales del actor. El incidente de desacato debe entenderse 
como un instrumento procesal para garantizar plenamente el 
derecho constitucional a la administración de justicia del accionante 
(art. 229 C.P.), en la medida en que permite la materialización de la 
decisión emitida en sede de tutela, con lo cual no basta con que se 
otorgue a las personas la posibilidad de acudir a la tutela y que con 
ella se protejan sus derechos fundamentales, sino que existan 
medios que ayuden al cabal cumplimiento de la orden proferida por 
el juez constitucional. 

 
CUMPLIMIENTO FALLO DE TUTELA E INCIDENTE DE DESACATO-
Diferencias. 

 
El cumplimiento es de carácter principal pues tiene su origen en la 
Constitución y hace parte de la esencia misma de la acción de tutela, 
bastando una responsabilidad objetiva para su configuración. (ii)  El 
desacato es una figura accesoria de origen legal que demanda una 
responsabilidad de tipo subjetivo, consistente en que el solo 
incumplimiento del fallo no da lugar a la imposición de la sanción, ya 
que es necesario que se pruebe la negligencia de la persona que 
debe cumplir la sentencia de tutela. 

 

Igualmente sobre el fundamento legal del desacato en sede de tutela, en sentencia  

T-171 de 2009 se señaló: 

15.- Concretamente, el fundamento legal del desacato está 
consagrado en los artículos 52 y 27 del Decreto 2591 de 1991, en 
virtud de los cuales se establece:  

"Artículo 52. Desacato. La persona que incumpliere una orden de 
un juez proferida con base en el presente Decreto, incurrirá en 
desacato sancionable con arresto hasta de seis (6) meses y multa 
hasta de veinte (20) salarios mínimos mensuales, salvo que en este 
Decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y 
sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. 

 
La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite 
incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá 
dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción. ".  

  



“Artículo 27. (…) El juez podrá sancionar por desacato al 
responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia (…)” 

16.- De esta manera se tiene que, el desacato se convierte en uno 
de los instrumentos con los que dispone el juez constitucional para 
lograr la protección de derechos fundamentales, cuya violación ha 
sido evidenciada a partir de una providencia judicial que surgió con 
ocasión de la resolución de una acción de tutela. Dicho mecanismo 
consiste en la posibilidad de imponer ciertas sanciones con el 
propósito de obtener el cumplimiento de lo ordenado en la respectiva 
sentencia.  

Acorde con lo establecido legalmente, el trámite del desacato tiene 
un carácter incidental, el cual puede finalizar con la expedición de un 
auto que imponga una sanción de “arresto hasta de seis (6) meses y 
multa hasta de veinte (20) salarios mínimos mensuales, salvo que en 
este Decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica 
distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar”. 

17.- Dentro de éste contexto, se encuentra que el procedimiento del 
desacato puede concluir con uno de los siguientes supuestos: (i) la 
expedición de una decisión adversa al accionado, circunstancia en la 
cual debe surtirse el grado jurisdiccional de consulta ante el superior 
jerárquico con el propósito de que se revise la actuación de primera 
instancia, quien después de confirmar la respectiva medida, deja en 
firme o no la mencionada decisión para que proceda su ejecución, 
en ningún caso esta providencia puede ser objeto de apelación por 
no haber sido consagrada su procedencia por parte del legislador, y 
(ii) la emisión de un fallo  que no impone sanción alguna, evento en 
el cual se da por terminado el respetivo incidente con una decisión 
ejecutoriada. 

 
De lo anterior se puede colegir  (i) que el objeto del incidente de desacato no se 

centra en sancionar a las personas obligadas a cumplir con el fallo de tutela, sino 

que se disponga efectivamente su cumplimiento; (ii) para la  imposición de la 

sanción, es necesario que se pruebe la negligencia de la persona que debe cumplir 

la sentencia de tutela; y (iii) contra la decisión de sanción no procede el recurso de 

apelación, solamente se surte el grado de consulta ante el superior en caso que se 

imponga sanción en contra de la persona obligada a cumplir el fallo de tutela.  

3. Fundamento fáctico y el caso concreto.  En el presente asunto este Despacho 

Judicial, el  11 de mayo  de   2017  (fls. 10-15), dictó sentencia cuya parte resolutiva 

dice:   

RESUELVE 
 

(…) 
 

2º.  ORDENAR  al representante legal Seccional del Valle del Cauca de 

la NUEVA EPS, en Cartago o a quien tenga la representación legal de 



dicha prestadora en relación con los servicios reclamados, que en el 

término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a o partir de la 

notificación de este fallo, proceda a prestar el servicio de salud 

denominado CONSULTA, POR PRIMERA VEZ, POR ESPECIALISTA 

PEDIATRICA, de acuerdo a lo ordenado por su médico tratante, afiliado a 

esa entidad o autoridad por este, a través de la IPS San Jorge de 

Pereira-Risaralda, o de cualquier otra que pueda prestar de manera 

oportuna y eficaz el mencionado servicio.  Igualmente y teniendo en 

cuenta que el accionante es un sujeto de especial protección, se 

ordenará su tratamiento integral, que incluye insumos, suplementos 

alimenticios, tratamientos, exámenes, hospitalización y procedimientos 

quirúrgicos que le sean recomendadas por sus médicos tratantes 

(afiliados o autorizados por la Nueva EPS S.A.), para la recuperación de 

la enfermedad que padece proveniente de fistula del estómago y del 

duodeno.  

 Se anota que este juzgado ha respetado íntegramente el debido proceso de la 

doctora Beatriz Vallecilla Ortega, Gerente Regional Suroccidente de la Nueva 

EPS S.A. o quien haga sus veces al notificarle al buzón del correo electrónico 

de la entidad y enviarle oficio  de requerimiento para el cumplimiento de la 

sentencia, tal como se describe detallada y pormenorizadamente en los 

antecedentes de esta providencia, y  se le ha notificado la decisión de apertura 

del presente incidente de desacato, al mismo buzón de correo electrónico, 

remitiéndole de la misma manera oficio haciéndole saber aquella decisión (fls. 

28-35 del expediente).  

 
Tampoco es posible señalar que se ha obrado apresuradamente, pues el expediente 

da cuenta de las averiguaciones que se han hecho a efecto que el funcionario 

mencionado cumpla con lo ordenado en el acción de tutela, pero a pesar de ello no 

se recibe una respuesta satisfactoria, retardando de esta manera la obligación de 

pronunciarse de fondo sobre el requerimiento del accionante, lo que carece de toda 

razonabilidad y atenta contra el derecho constitucional fundamental de petición del 

accionante. 

 
Este juzgado considera que la doctora Beatriz Vallecilla Ortega, Gerente Regional 

Suroccidente de la Nueva EPS S.A. o quien haga sus veces, ha  demorado  

injustificadamente su obligación de responder de manera oportuna, en atención a 

que se evidencia que dicha autoridad ha guardado silencio sobre los requerimientos 

hechos por el despacho para que resuelva el incidente de desacato interpuesto por el 

personero del Municipio del Cairo-Valle del Cauca, doctor Víctor Manuel Usgame 



Cantillo, actuando en representación del menor Jesús Alexander Valencia Ramírez.  

 

De acuerdo a lo anterior, no hay  duda sobre el incumplimiento de la orden judicial y 

del desacato que debe ser castigado como la ley lo dispone, dado que de ningún 

modo se está imponiendo una sanción por responsabilidad puramente objetiva sino 

que ha mediado culpa, por falta de previsión y diligencia de la  doctora Beatriz 

Vallecilla Ortega, Gerente Regional Suroccidente de la Nueva EPS S.A. o quien haga 

sus veces  sin que se adujera justificación concreta, no obstante ser un hecho cierto 

la cantidad de solicitudes de todo tipo que deben atenderse, pero sin que esto sea 

eximente de responsabilidad pues no obra prueba de una fuerza mayor que haya 

impedido resolver oportunamente, o por lo menos hasta el momento de proferir esta 

decisión. 

 
Así las cosas, se considera necesario imponer la sanción por desacato a la doctora 

Beatriz Vallecilla Ortega, Gerente Regional Suroccidente de la Nueva EPS S.A. o 

quien haga sus veces, quien  no dio cumplimiento a la decisión judicial, para lo cual 

atendiendo los principios de razonabilidad y proporcionalidad aplicados a los topes 

indicados en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 que nos indica que lo 

procedente es fijar dicha sanción en multa de un (1) salario mínimo mensual legal 

vigente a la fecha de este auto, el cual será cancelado, por la funcionaria 

mencionada,  dentro del término de diez (10) días contados a partir de la ejecutoria 

de la presente providencia, conminando al   sancionado  al cumplimiento perentorio, 

dentro del mismo lapso, de la sentencia No. 74   del 11    de mayo    de 2017  (fls. 10-

15 del expediente), concretamente prestar el servicio de salud denominado 

CONSULTA POR PRIMERA VEZ, POR ESPECIALISTA PEDIATRICA en los 

términos indicados en la referencia providencia, so pena de imponérsele la sanción 

de arresto por un (1) día, sin perjuicio de las sanciones penales y disciplinarias a que 

haya lugar.  

4. Conclusión.  Al observarse que en este momento no se ha cumplido el fallo de 

tutela número 74  del 6 de diciembre de 2016, por parte del doctor Alan Jara, 

representante legal de la Unidad de Atención  y Reparación Integral a las víctimas o 

quien haga sus veces, por razones que no son atendibles por este despacho judicial, 

se considera que se ha incurrido en desacato a tal decisión por parte de los 

mencionados funcionarios.  

Por último, en los términos que refiere la providencia  T-171 de 2009, la cual fue 

traída a colación en la parte normativa de esta decisión, se advierte que contra la 

presente decisión no procede recurso de apelación, pero se remitirá en consulta ante 



el superior funcional de este despacho, al haberse impuesto sanción por incurrir en la 

conducta de  desacato de la sentencia proferida en esta actuación. 

De conformidad con lo anteriormente expuesto, el Juzgado Primero  Administrativo 

Oral de Cartago-Valle del Cauca, 

 
RESUELVE: 

 

 

PRIMERO: DECLARAR que se ha incurrido en DESACATO al fallo de tutela No. 74 

del 11    de mayo   de 2017,  proferido por este estrado  judicial, donde figura como 

accionante  el menor Jesús Alexander Valencia Ramírez,  quien actúa a través del 

Personero Municipal de El Cairo-Valle del Cauca, doctor Víctor Manuel Usgame 

Cantillo, y en contra de la doctora Beatriz Vallecilla Ortega, Gerente Regional 

Suroccidente de la Nueva EPS S.A. o quien haga sus veces, por los motivos 

expuestos en esta providencia. 

 
SEGUNDO: IMPONER a la   funcionaria  enunciada en el numeral anterior,  en multa 

de un (1) salario mínimo mensual legal vigente a la fecha de este auto, el cual será 

cancelado, por la funcionaria mencionada,  dentro del término de diez (10) días 

contados a partir de la ejecutoria de la presente providencia, conminando a la 

sancionada al cumplimiento perentorio, dentro del mismo lapso de la sentencia No. 

74   del 11    de mayo    de 2017  (fls. 10-15 del expediente), concretamente prestar 

el servicio de salud denominado CONSULTA POR PRIMERA VEZ, POR 

ESPECIALISTA PEDIATRICA en los términos indicados en la referencia 

providencia, so pena de imponérsele la sanción de arresto por un (1) día, sin 

perjuicio de las sanciones penales y disciplinarias a que haya lugar.  

  

TERCERO: De no ser cumplida la orden de consignación precedente de manera 

oportuna, LÍBRESE oficio a la sección de cobro coactivo de Administración Judicial 

de Cali, para que se haga efectiva la multa anteriormente impuesta.  

 

CUARTO: En el evento en que subsista la renuencia del funcionario compelido en 

acatar el referido fallo de tutela dentro del término dispuesto en el ordinal segundo de 

la presente providencia, LÍBRENSE los respectivos oficios a las autoridades penales 

y disciplinarias para lo de su cargo, sin perjuicio de las facultades del despacho para 

hacer cumplir la orden. 

 
QUINTO: HACER SABER que contra la presente decisión no procede recurso alguno 

y en  los términos del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, se ordena remitir al 



Honorable Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, para que surta la 

consulta de la decisión aquí tomada, en el efecto suspensivo. 

 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

El Juez. 

  

 

 



CONSTANCIA SECRETARIAL  A despacho del señor Juez el memorial obrante a folios 193-194, a través del cual el apoderado 
judicial de la parte convocante solicita aclaración del auto interlocutorio No.193 de fecha 7 de marzo de 2017 (fls. 185 a 187),   
Sírvase proveer. 

Cartago-Valle del Cauca. 12 de junio de 2017 

Natalia Giraldo Mora  
Secretaria. 

 
 

  

 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO - VALLE DEL CAUCA  

 
 

 
Auto de sustanciación No.755   

 
 
Cartago-Valle del Cauca, doce (12) de junio de dos mil diecisiete  (2017).  
  
 
Radicado            76-147-33-33-001-2017-00029-00 
Mediode control CONCILIACION EXTRAJUDICIAL 
Convocante      RAMIRO ANTONIO PULGARIN SEGURA 
Convocado       INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO -INPEC 

 
 

En memorial anterior, el apoderado judicial de la parte convocante, solicitó aclaración o 
corrección del auto interlocutorio No.193 del 7 de marzo de 2017 mediante el cual se aprobó 
la presente conciliación extrajudicial, argumentando que en dicha providencia se incurrió en 
un error al autorizarse el pago de $1.526.500 que correspondían a la sumatoria de las 
vigencias de los años 2014 por valor de $600.000 y 2015 por cuantía de $626.500, porque si 
se adicionan esas dos cantidades el resultado correcto sería $1.226.500; además indica, que 
por esa razón al presentar cuenta de cobro ante el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario -INPEC-, esa entidad lo requirió para que les presentara el auto que realice la 
aclaración respectiva.  
 
Para resolver la solicitud, se procede a examinar la presente actuación, dentro de la cual, se 
destaca entre otros, lo siguiente: 
 
1.- Relación viáticos adeudados año 2014, valor total $600.000 (fl. 48, cdno. ppal.) 
 
2.- Relación viáticos adeudados año 2015, valor total $926.000 (fl. 94, ídem) 
 
3.- Certificación suscrita por la Secretaria Técnica del Comité de Conciliación y Defensa 
Judicial del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, a través de la cual se 
informa que ese Comité en sesión ordinaria del día 13 de diciembre de 2016 -Acta 48-, 
decidió conciliar y pagar al señor Ramiro Antonio Pulgarin Segura la suma de $1.526.500 
por concepto de viáticos adeudados, que corresponden al año 2014 $600.000 y año 2015 
$926.500 (fl. 172 y 173 ídem.) 
 
4. Conciliación Extrajudicial, Procuraduría 211 Judicial I para Asuntos Administrativos, 
celebrada el 26 de enero de 2017, donde se plasmó entre otros “Seguidamente se concede el 



uso de la palabra al apoderado de la parte convocada, con el fin de que se sirva indicar la 
decisión tomada por el comité de conciliación (o por el representante legal) de la entidad en 
relación con la solicitud incoada: en sesión ordinaria del día 13 de diciembre de 2016, ata 
No.48, se estudió la solicitud de la referencia, y se tomó como decisión conciliar y pagar a 
favor del señor RAMIRO ANTONIO PULGARIN SEGURA, identificado con la cédula de 
ciudadanía No.16.224.965 la suma de $(1.526.500.oo), correspondiente a la sumatoria de la 
vigencia de los años 2014 ($600.000) y 2015 ($626.500) por concepto de viáticos …”  
 
5.- Oficio  No.324 de fecha marzo 02 de 2017, recibido el día 6 del mismo mes y año, a través 
del cual el Procurador I Judicial 211 para Asuntos Administrativos de la ciudad de Pereira 
(Risaralda) manifiesta “… me permito corregir un error involuntario de esta Delegada en la 
audiencia de conciliación prejudicial celebrada el día veintiséis (26) de enero del dos mil 
diecisiete (2017), en el acta se consignó el valor por concepto de viáticos correspondientes 
al año 2015 la suma de $626.500, cuando lo correcto es $926.500.” (negrilla fuera de texto)  
 
6.-Auto interlocutorio No.193 de fecha marzo 7 de 2017 por medio del cual este Despacho 
Judicial resolvió: “1. Se aprueba la conciliación lograda entre el señor Ramiro Antonio 
Pulgarin Segura y el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC, … 2. Como 
consecuencia se autoriza que el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC  cancele 
a la señora Ramiro Antonio Pulgarin Segura, identificado con la cédula de ciudadanía número 
16.224.965, la suma de ($1.526.500) un millón quinientos veintiséis mil quinientos pesos, …”. 
 
Analizados los documentos anteriormente relacionados, se puede observar que, en la parte 
motiva del auto interlocutorio No.193 de fecha marzo 7 de 2017, lo que hizo este Juzgado fue 
transcribir un fragmento de la audiencia de conciliación extrajudicial en la cual se dijo: “…la 
suma de $(1.526.500.oo), correspondiente a la sumatoria de la vigencia de los años 2014 
($600.000) y 2015 ($626.500) por concepto de viáticos …” (negrilla fuera de texto); pero si 
observamos la foliatura, con anterioridad a esa providencia -el 6 de marzo de 2017- se 
recibió el oficio No.324 de fecha marzo 02 de 2017 (fl. 84), en el que el mismo Procurador I 
Judicial 211 para Asuntos Administrativos de la ciudad de Pereira (Risaralda) indicó que 
corregía el “error involuntario de esta Delegada en la audiencia de conciliación prejudicial 
celebrada el día veintiséis (26) de enero del dos mil diecisiete (2017),” porque “en el acta se 
consignó el valor por concepto de viáticos correspondientes al año 2015 la suma de 
$626.500, cuando lo correcto es $926.500.”  
 
Teniendo en cuenta la manifestación del referido Procurador Judicial, si sumamos lo 
correspondiente a viáticos por la vigencia del año 2014 que equivale a $600.000 más la del 
año 2015 por $926.500, ello arroja como resultado un millón quinientos veintiséis mil pesos 
($1.526.500), suma total que efectivamente consta en el acta de conciliación extrajudicial de 
fecha 26 de enero de 2017 (fls. 174-175); valor que concuerda exactamente con el señalado 
en el numeral 2. De la parte resolutiva del auto interlocutorio No.193 de fecha marzo 7 de 
2017, en el cual se autorizó que el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC 
cancele al señor Ramiro Antonio Pulgarin Segura, identificado con la cédula de ciudadanía 
número 16.224.965, la suma de ($1.526.500) un millón quinientos veintiséis mil quinientos 
pesos. 
 
De acuerdo con lo anotado, no hay lugar a aclarar o corregir el precitado auto interlocutorio 
No.193 de fecha marzo 7 de 2017, pues se reitera, la suma total indicada en el numeral 2. de 
la parte resolutiva $1.526.500, corresponde a la sumatoria del valor conciliado, cuyo 
equívoco ya quedó superado por la decisión aprobatoria del despacho, contenida en el 
numeral 2 del auto del 7 de marzo de 2017. 
 
En consecuencia, se  
 



RESUELVE 
 

PRIMERO: NO ACCEDER a la solicitud de aclaración presentada por el apoderado judicial del 
convocante, obrante a folio 193-194 de este cuaderno, por lo expuesto en la parte motiva. 
 
SEGUNDO: DEJAR EN FIRME en todas sus partes el auto aprobatorio de la conciliación 
prejudicial, proferido el 7 de marzo de 2017, y como tal en firme la cuantía conciliada a pagar 
por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC a favor del señor Ramiro Antonio 
Pulgarin Segura, en la suma de UN MILLON QUINIENTOS VEINTISEIS MIL QUINIENTOS 
PESOS M/CTE ($1.526.500). 
 
 
     

N O T I F Í Q U E S E 

 El Juez, 

 
 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ 

 
 

  
 
 
 
 
 

 

 

JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  
Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita  Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por anotación en 

el Estado Electrónico No. 092 

Se envió mensaje de datos a quienes suministraron su 
dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 
 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria 



Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda. Consta de 30 folios en 

cuaderno principal y 6 discos compactos como traslados para estudiar su admisión. Sírvase proveer.  
 
 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017).       

 
 

NATALIA GIRALDO MORA   
Secretaria   

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

  
Auto de Interlocutorio No.625   

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2017-00128-00 
DEMANDANTE             LEONEL EMILIO LOPEZ RAMIREZ   
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO   

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 
LABORAL    

   
 
 
El señor LEONEL EMILIO LOPEZ RAMIREZ por medio de apoderada judicial, en ejercicio 

del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral presenta 

demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare la nulidad parcial de la 

Resolución No. 0634 0del 9 de noviembre de 2009, la cual reconoció la pensión de 

jubilación, y ordenó un descuento del 12.5%, con destino al Fondo Prestacional del 

Magisterio. Igualmente solicita se declare la nulidad del acto administrativo ficto negativo 

configurado el 23 de septiembre de 2016, mediante el cual se negó la devolución de los 

aportes que le fueron descontados, correspondientes al 7% sobre el valor de la pensión de 

jubilación, durante los años 2013, 2014, 2015, 2016 y la devolución del aporte total realizado 

a las mesadas adicionales de la pensión. También solicita se declare que la parte 

demandante solo debió aportar a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio del valor de su mesada pensional, el valor del 5%, y por 

ningún concepto descuento en las mesadas adicionales; y el consecuente restablecimiento 

de derechos. 

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y el poder, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

 

 



 

 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 

 

RESUELVE 

 
1.  Admitir la demanda. 

 
2.  Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o quien 

haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
3.  Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 
4.  Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 
5.  Córrase traslado de la demanda a las entidades demandadas, al Ministerio Público y a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco 

(25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en 

los artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual las partes demandadas y los 

sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en 

el resultado del proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, 

solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 

reconvención, advirtiendo que de conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del 

CPACA, se deben acompañar a la contestación de la demanda todas las pruebas que 

tenga en su poder, y que se pretenda hacer valer en el proceso.  

 
Durante el término para dar respuesta a la demanda, las entidades públicas 

demandadas deberán allegar el expediente administrativo que contenga los  

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6.  Ordenar a la parte demandante en el término máximo de diez (10) días depositar la 

suma de VEINTE MIL  ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario número 

4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del proceso. 

Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la Secretaría 

para que surta efectos procesales.  

 



7.  Reconocer personería a la abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926 expedida en Armenia - Quindío, y portadora de 

la Tarjeta Profesional No. 172.854 del C. S. de la J., como apoderada de la parte 

demandante en los términos y con las facultades del poder conferido (fls. 1-2). 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.092  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 
 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria. 



Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda. Consta de 30 folios en 

cuaderno principal y 6 discos compactos como traslados para estudiar su admisión. Sírvase proveer.  
 
 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017).       

 
 

NATALIA GIRALDO MORA   
Secretaria   

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

  
Auto de Interlocutorio No.626   

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2017-00129-00 
DEMANDANTE             ALEYDA GARCIA MORENO 
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO   

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 
LABORAL    

   
 
 
La señora ALEYDA GARCIA MORENO  por medio de apoderada judicial, en ejercicio del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral presenta 

demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare la nulidad parcial de la 

Resolución No. 00295  del 19 de mayo de 2010, la cual reconoció la pensión de jubilación, 

y ordenó un descuento del 12.5%, con destino al Fondo Prestacional del Magisterio. 

Igualmente solicita se declare la nulidad del acto administrativo ficto negativo configurado el 

26 de julio de 2016, mediante el cual se negó la devolución de los aportes que le fueron 

descontados, correspondientes al 7% sobre el valor de la pensión de jubilación, durante los 

años 2013, 2014, 2015, 2016 y la devolución del aporte total realizado a las mesadas 

adicionales de la pensión. También solicita se declare que la parte demandante solo debió 

aportar a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio del valor de su mesada pensional, el valor del 5%, y por ningún concepto 

descuento en las mesadas adicionales; y el consecuente restablecimiento de derechos. 

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y el poder, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 



 

RESUELVE 

 
1. Admitir la demanda. 

 
2. Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o quien 

haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
3. Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 
4. Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 
5. Córrase traslado de la demanda a las entidades demandadas, al Ministerio Público y a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco 

(25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en 

los artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual las partes demandadas y los 

sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en 

el resultado del proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, 

solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 

reconvención, advirtiendo que de conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del 

CPACA, se deben acompañar a la contestación de la demanda todas las pruebas que 

tenga en su poder, y que se pretenda hacer valer en el proceso.  

 
Durante el término para dar respuesta a la demanda, las entidades públicas 

demandadas deberán allegar el expediente administrativo que contenga los  

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6. Ordenar a la parte demandante en el término máximo de diez (10) días depositar la 

suma de VEINTE MIL  ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario número 

4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del proceso. 

Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la Secretaría 

para que surta efectos procesales.  

 
7. Reconocer personería a la abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926 expedida en Armenia - Quindío, y portadora de 



la Tarjeta Profesional No. 172.854 del C. S. de la J., como apoderada de la parte 

demandante en los términos y con las facultades del poder conferido (fls. 1-2). 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.092  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 
 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria. 



Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda. Consta de 28 folios en 

cuaderno principal y 6 discos compactos como traslados para estudiar su admisión. Sírvase proveer.  
 
 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017).       

 
 

NATALIA GIRALDO MORA   
Secretaria   

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

  
Auto de Interlocutorio No.627   

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2017-00130-00 
DEMANDANTE             AMPARO BETANCOURT TABORDA  
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO   

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 
LABORAL    

   
 
 
La señora AMPARO BETANCOURT TABORDA  por medio de apoderada judicial, en 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 

presenta demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare la nulidad parcial de 

la Resolución No. 0179  del 5 de marzo de 2008, la cual reconoció la pensión de jubilación, 

y ordenó un descuento del 12.5%, con destino al Fondo Prestacional del Magisterio. 

Igualmente solicita se declare la nulidad del acto administrativo ficto negativo configurado el 

23 de septiembre de 2016, mediante el cual se negó la devolución de los aportes que le 

fueron descontados, correspondientes al 7% sobre el valor de la pensión de jubilación, 

durante los años 2013, 2014, 2015, 2016 y la devolución del aporte total realizado a las 

mesadas adicionales de la pensión. También solicita se declare que la parte demandante 

solo debió aportar a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio del valor de su mesada pensional, el valor del 5%, y por ningún 

concepto descuento en las mesadas adicionales; y el consecuente restablecimiento de 

derechos. 

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y el poder, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

 

 



 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 

 

RESUELVE 

 
1.  Admitir la demanda. 

 
2.  Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o 

quien haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
3. Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 
4. Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 
5. Córrase traslado de la demanda a las entidades demandadas, al Ministerio Público y a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco 

(25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en 

los artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual las partes demandadas y los 

sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en 

el resultado del proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, 

solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 

reconvención, advirtiendo que de conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del 

CPACA, se deben acompañar a la contestación de la demanda todas las pruebas que 

tenga en su poder, y que se pretenda hacer valer en el proceso.  

 
Durante el término para dar respuesta a la demanda, las entidades públicas 

demandadas deberán allegar el expediente administrativo que contenga los  

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6. Ordenar a la parte demandante en el término máximo de diez (10) días depositar la 

suma de VEINTE MIL  ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario número 

4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del proceso. 

Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la Secretaría 

para que surta efectos procesales.  

 



7. Reconocer personería a la abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926 expedida en Armenia - Quindío, y portadora de 

la Tarjeta Profesional No. 172.854 del C. S. de la J., como apoderada de la parte 

demandante en los términos y con las facultades del poder conferido (fls. 1-2). 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.092  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 

 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria. 



Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda. Consta de 33 folios en 

cuaderno principal y 6 discos compactos como traslados para estudiar su admisión. Sírvase proveer.  
 
 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017).       

 
 

NATALIA GIRALDO MORA   
Secretaria   

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

  
Auto de Interlocutorio No.628   

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2017-00134-00 
DEMANDANTE             CRUZ ELENA DEL SOCORRO CARDENAS RESTREPO 
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO   

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 
LABORAL    

   
 
 
La señora CRUZ ELENA DEL SOCORRO CARDENAS RESTREPO  por medio de 

apoderada judicial, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral presenta demanda en contra de la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando 

se declare la nulidad parcial de las Resoluciones No.2045  del 20 de junio de 2001, la cual 

reconoció la pensión de jubilación, y No.3950 del 19 de octubre de 2015 por la que se 

reliquidó la pensión de jubilación  y ordenó un descuento del 12%, con destino al Fondo 

Prestacional del Magisterio. Igualmente solicita se declare la nulidad del acto administrativo 

ficto negativo configurado el 26 de julio de 2016, mediante el cual se negó la devolución de 

los aportes que le fueron descontados, correspondientes al 7% sobre el valor de la pensión 

de jubilación, durante los años 2013, 2014, 2015, 2016 y la devolución del aporte total 

realizado a las mesadas adicionales de la pensión. También solicita se declare que la parte 

demandante solo debió aportar a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio del valor de su mesada pensional, el valor del 5%, y por 

ningún concepto descuento en las mesadas adicionales; y el consecuente restablecimiento 

de derechos. 

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y el poder, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 



RESUELVE 

 
1. Admitir la demanda. 

 
2. Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o quien 

haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
3. Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 
4. Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 
5. Córrase traslado de la demanda a las entidades demandadas, al Ministerio Público y a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco 

(25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en 

los artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual las partes demandadas y los 

sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en 

el resultado del proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, 

solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 

reconvención, advirtiendo que de conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del 

CPACA, se deben acompañar a la contestación de la demanda todas las pruebas que 

tenga en su poder, y que se pretenda hacer valer en el proceso.  

 
Durante el término para dar respuesta a la demanda, las entidades públicas 

demandadas deberán allegar el expediente administrativo que contenga los  

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6. Ordenar a la parte demandante en el término máximo de diez (10) días depositar la 

suma de VEINTE MIL  ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario número 

4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del proceso. 

Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la Secretaría 

para que surta efectos procesales.  

 
7. Reconocer personería a la abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926 expedida en Armenia - Quindío, y portadora de 

la Tarjeta Profesional No. 172.854 del C. S. de la J., como apoderada de la parte 

demandante en los términos y con las facultades del poder conferido (fls. 1-2). 



 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 
 
 
 
 
 
 
 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.092  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 
 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria. 



 
Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda. Consta de 33 folios en 

cuaderno principal y 6 discos compactos como traslados para estudiar su admisión. Sírvase proveer.  
 
 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017).       

 
 

NATALIA GIRALDO MORA   
Secretaria   

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

  
Auto de Interlocutorio No.629   

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2017-00140-00 
DEMANDANTE             BLANCA NELLY VICTORIA BERRIO 
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO   

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 
LABORAL    

   
 
 
La señora BLANCA NELLY VICTORIA BERRIO  por medio de apoderada judicial, en 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 

presenta demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare la nulidad parcial de 

la Resolución No. 056  del 10 de febrero de 2009, la cual reconoció la pensión de 

jubilación, y ordenó un descuento del 12%, con destino al Fondo Prestacional del Magisterio. 

Igualmente solicita se declare la nulidad del acto administrativo ficto negativo configurado el 

23 de septiembre de 2016, mediante el cual se negó la devolución de los aportes que le 

fueron descontados, correspondientes al 7% sobre el valor de la pensión de jubilación, 

durante los años 2013, 2014, 2015, 2016 y la devolución del aporte total realizado a las 

mesadas adicionales de la pensión. También solicita se declare que la parte demandante 

solo debió aportar a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio del valor de su mesada pensional, el valor del 5%, y por ningún 

concepto descuento en las mesadas adicionales; y el consecuente restablecimiento de 

derechos. 

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y el poder, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

 



En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 

RESUELVE 

 
1.  Admitir la demanda. 

 
2. Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o quien 

haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
3. Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 
4. Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 
5. Córrase traslado de la demanda a las entidades demandadas, al Ministerio Público y a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco 

(25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en 

los artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual las partes demandadas y los 

sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en 

el resultado del proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, 

solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 

reconvención, advirtiendo que de conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del 

CPACA, se deben acompañar a la contestación de la demanda todas las pruebas que 

tenga en su poder, y que se pretenda hacer valer en el proceso.  

 
Durante el término para dar respuesta a la demanda, las entidades públicas 

demandadas deberán allegar el expediente administrativo que contenga los  

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6. Ordenar a la parte demandante en el término máximo de diez (10) días depositar la 

suma de VEINTE MIL  ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario número 

4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del proceso. 

Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la Secretaría 

para que surta efectos procesales.  

 
7. Reconocer personería a la abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926 expedida en Armenia - Quindío, y portadora de 



la Tarjeta Profesional No. 172.854 del C. S. de la J., como apoderada de la parte 

demandante en los términos y con las facultades del poder conferido (fls. 1-2). 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.092  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 
 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria. 



Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda. Consta de 31 folios en 

cuaderno principal y 6 discos compactos como traslados para estudiar su admisión. Sírvase proveer.  
 
 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017).       

 
 

NATALIA GIRALDO MORA   
Secretaria   

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

  
Auto de Interlocutorio No.630   

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2017-00142-00 
DEMANDANTE             FRANCISCO JAVIER VILLA GUERRERO  
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO   

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 
LABORAL    

   
 
 
El señor FRANCISCO JAVIER VILLA GUERRERO por medio de apoderada judicial, en 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 

presenta demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare la nulidad parcial de 

la Resolución No. 00630  del 7 de octubre de 2010, la cual reconoció la pensión de 

jubilación, y ordenó un descuento del 12.5%, con destino al Fondo Prestacional del 

Magisterio. Igualmente solicita se declare la nulidad del acto administrativo ficto negativo 

configurado el 26 de julio de 2016, mediante el cual se negó la devolución de los aportes 

que le fueron descontados, correspondientes al 7% sobre el valor de la pensión de jubilación, 

durante los años 2013, 2014, 2015, 2016 y la devolución del aporte total realizado a las 

mesadas adicionales de la pensión. También solicita se declare que la parte demandante 

solo debió aportar a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio del valor de su mesada pensional, el valor del 5%, y por ningún 

concepto descuento en las mesadas adicionales; y el consecuente restablecimiento de 

derechos. 

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y el poder, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

 

 



 

 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 

 

RESUELVE 

 
1. Admitir la demanda. 

 
2. Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o quien 

haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
3. Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 
4. Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 
5. Córrase traslado de la demanda a las entidades demandadas, al Ministerio Público y a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco 

(25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en 

los artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual las partes demandadas y los 

sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en 

el resultado del proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, 

solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 

reconvención, advirtiendo que de conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del 

CPACA, se deben acompañar a la contestación de la demanda todas las pruebas que 

tenga en su poder, y que se pretenda hacer valer en el proceso.  

 
Durante el término para dar respuesta a la demanda, las entidades públicas 

demandadas deberán allegar el expediente administrativo que contenga los  

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6. Ordenar a la parte demandante en el término máximo de diez (10) días depositar la 

suma de VEINTE MIL  ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario número 

4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del proceso. 

Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la Secretaría 

para que surta efectos procesales.  

 



7. Reconocer personería a la abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926 expedida en Armenia - Quindío, y portadora de 

la Tarjeta Profesional No. 172.854 del C. S. de la J., como apoderada de la parte 

demandante en los términos y con las facultades del poder conferido (fls. 1-2). 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 

 
 

JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  
Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.092  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 

 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria. 



Constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda. Consta de 31 folios en 

cuaderno principal y 6 discos compactos como traslados para estudiar su admisión. Sírvase proveer.  
 
 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017).       

 
 

NATALIA GIRALDO MORA   
Secretaria   

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

  
Auto de Interlocutorio No.631   

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2017-00143-00 
DEMANDANTE             MERCEDES SEGURA ORTEGA 
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO   

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 
LABORAL    

   
 
 
La señora MERCEDES SEGURA ORTEGA  por medio de apoderada judicial, en ejercicio del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral presenta 

demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare la nulidad parcial de la 

Resolución No. 1321 del 03 de junio de 2011, la cual reconoció la pensión de jubilación, y 

ordenó un descuento del 12% y el 12.5%, con destino al Fondo Prestacional del Magisterio. 

Igualmente solicita se declare la nulidad del acto administrativo ficto negativo configurado el 

8 de julio de 2016, mediante el cual se negó la devolución de los aportes que le fueron 

descontados, correspondientes al 7% sobre el valor de la pensión de jubilación, durante los 

años 2013, 2014, 2015, 2016 y la devolución del aporte total realizado a las mesadas 

adicionales de la pensión. También solicita se declare que la parte demandante solo debió 

aportar a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio del valor de su mesada pensional, el valor del 5%, y por ningún concepto 

descuento en las mesadas adicionales; y el consecuente restablecimiento de derechos. 

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y el poder, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 



RESUELVE 

 
1. Admitir la demanda. 

 
2. Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o quien 

haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
3. Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 
4. Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 
5. Córrase traslado de la demanda a las entidades demandadas, al Ministerio Público y a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco 

(25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en 

los artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual las partes demandadas y los 

sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en 

el resultado del proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, 

solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 

reconvención, advirtiendo que de conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del 

CPACA, se deben acompañar a la contestación de la demanda todas las pruebas que 

tenga en su poder, y que se pretenda hacer valer en el proceso.  

 
Durante el término para dar respuesta a la demanda, las entidades públicas 

demandadas deberán allegar el expediente administrativo que contenga los  

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6. Ordenar a la parte demandante en el término máximo de diez (10) días depositar la 

suma de VEINTE MIL  ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario número 

4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del proceso. 

Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la Secretaría 

para que surta efectos procesales.  

 
7. Reconocer personería a la abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926 expedida en Armenia - Quindío, y portadora de 

la Tarjeta Profesional No. 172.854 del C. S. de la J., como apoderada de la parte 

demandante en los términos y con las facultades del poder conferido (fls. 1-2). 



 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.092  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 
 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria. 



constancia Secretarial: A despacho del señor Juez, el presente escrito de demanda. Consta de 31 folios en 

cuaderno principal y 6 discos compactos como traslados para estudiar su admisión. Sírvase proveer.  
 
 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017).       

 
 

NATALIA GIRALDO MORA   
Secretaria   

 

 
 
                                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

                            DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO  
                                             VALLE DEL CAUCA 

Cartago – Valle del Cauca, doce  (12) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

  
Auto de Interlocutorio No.632   

 
 
RADICADO No.    76-147-33-33-001-2017-00144-00 
DEMANDANTE             LUZ STELLA RENDON NARVAEZ 
DEMANDADO  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO   

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – 
LABORAL    

   
 
 
La señora LUZ STELLA RENDON NARVAEZ  por medio de apoderada judicial, en ejercicio 

del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral presenta 

demanda en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare la nulidad parcial de la 

Resolución No. 1169 del 05 de junio de 2012, la cual reconoció la pensión de jubilación, y 

ordenó un descuento del 12%, con destino al Fondo Prestacional del Magisterio. Igualmente 

solicita se declare la nulidad del acto administrativo ficto negativo configurado el 5 de agosto 

de 2016, mediante el cual se negó la devolución de los aportes que le fueron descontados, 

correspondientes al 7% sobre el valor de la pensión de jubilación, durante los años 2013, 

2014, 2015, 2016 y la devolución del aporte total realizado a las mesadas adicionales de la 

pensión. También solicita se declare que la parte demandante solo debió aportar a la Nación 

– Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio del 

valor de su mesada pensional, el valor del 5%, y por ningún concepto descuento en las 

mesadas adicionales; y el consecuente restablecimiento de derechos. 

 

Una vez revisada la demanda, sus anexos y el poder, se encuentra que se reúnen los 

requisitos de los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (CPACA), por lo que será admitida. 

 

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del CPACA, se 



RESUELVE 

 
1. Admitir la demanda. 

 
2. Disponer la notificación personal al representante legal de la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, o quien 

haga sus veces, lo cual se hará de conformidad con el artículo 199 del CPACA, 

modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso (C. G. del P.). 

 
3. Notifíquese en la misma forma al señor Agente del Ministerio Público y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 
4. Notifíquese por estado a la parte demandante, y envíese mensaje de datos a quienes 

hayan suministrado su dirección electrónica, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 201 del CPACA.   

 
5. Córrase traslado de la demanda a las entidades demandadas, al Ministerio Público y a 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término de treinta (30) días, 

plazo que sólo comenzará a correr al vencimiento del término común de veinticinco 

(25) días después de surtida la última notificación, de conformidad con lo previsto en 

los artículos 199 y 200 del CPACA y dentro del cual las partes demandadas y los 

sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en 

el resultado del proceso, deberán contestar la demanda, proponer excepciones, 

solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 

reconvención, advirtiendo que de conformidad con el numeral 4 del artículo 175 del 

CPACA, se deben acompañar a la contestación de la demanda todas las pruebas que 

tenga en su poder, y que se pretenda hacer valer en el proceso.  

 
Durante el término para dar respuesta a la demanda, las entidades públicas 

demandadas deberán allegar el expediente administrativo que contenga los  

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 

advirtiendo que no hacerlo constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario 

encargado del asunto, como lo establece el parágrafo 1º del artículo 175 ibídem. 

 

6. Ordenar a la parte demandante en el término máximo de diez (10) días depositar la 

suma de VEINTE MIL  ($20.000.oo) en la cuenta de ahorros del Banco Agrario número 

4-6935-004331-2, Convenio No. 13254, para pagar los gastos ordinarios del proceso. 

Una vez efectuada la consignación deberá entregar copia de la misma a la Secretaría 

para que surta efectos procesales.  

 
7. Reconocer personería a la abogada Laura Mercedes Pulido Salgado, identificada con 

la cédula de ciudadanía No. 41.959.926 expedida en Armenia - Quindío, y portadora de 

la Tarjeta Profesional No. 172.854 del C. S. de la J., como apoderada de la parte 

demandante en los términos y con las facultades del poder conferido (fls. 1-2). 



 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

El Juez,  

 

ANDRÉS JOSÉ ARBOLEDA LÓPEZ  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
JUZGADO 1 ADMINISTRATIVO ORAL  

Cartago – Valle del Cauca 

La suscrita Secretaria certifica que la anterior 
providencia se notifica a la(s) parte(s) por 
anotación en el Estado Electrónico No.092  

Se envió mensaje de datos a quienes 
suministraron su dirección electrónica. 

Cartago-Valle del Cauca, 13/06/2017 
 

NATALIA GIRALDO MORA 
Secretaria. 


